Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 38 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Invitación cursada por la Universidad de Montevideo a participar del Grupo de Investigación y estudio 
de derecho concursal a llevarse a cabo el día 11 a las 18 horas en Prudencio de Pena 2440 salón B001 
y posteriormente los segundos martes de cada mes a la misma hora en la Universidad. 


Solicitudes de audiencia: 

o Directora de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura, doctora María Elena Martínez 
o Ex funcionarios del Banco Bandes S.A. 

o Fiscalizadores de Accidentes de Trabajo”. 


Las notas de las solicitudes de audiencia planteadas por los ex funcionarios del Banco Bandes 
SA y por los Fiscalizadores de Accidentes de Trabajo las derivaremos a la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social, en tanto ya concedió ambas entrevistas y, además, en ese ámbito es 
donde están radicados los asuntos referidos a estas delegaciones. 


Sí creo que deberíamos conceder la entrevista pedida por la Directora de Derechos Humanos 
del Ministerio de Educación y Cultura. En tal sentido, si no hay objeciones, facultaríamos a la Mesa 
para fijar la fecha de la audiencia en coordinación con la doctora Martínez, y así escuchar su opinión 
respecto del tercer punto del Orden del Día. 


Se pasa a considerar el primer punto del Orden del Día, que es el proyecto de ley sobre 
Seguro de Responsabilidad Civil, por el que se dispone la obligatoriedad de cubrir los daños a terceras 
personas como consecuencia de accidentes causados por vehículos automotores. 


SEÑOR BRECCIA.- Nosotros hemos estado revisando, fundamentalmente, las observaciones 
sugeridas por la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras y entendemos que, en algunos 
casos, las mismas se limitan a cuestiones meramente terminológicas. En tal sentido, advierto que las 
objeciones que debemos realizar al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes son 
mínimas. Hay aspectos que serían estrictamente numéricos, como el relativo al monto o tope del 
seguro obligatorio, que en la Cámara de Representantes se estableció en 250.000 Unidades Indexadas 
y que la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras sugiere fijarlo en 125.000 Ul; y hay un tema 
que quizás sea el más importante desde el punto de vista de la discusión, que es el relativo a qué 
sucede con aquellos vehículos que pudieran no estar asegurados. Para esos casos tenemos el artículo 
19, en el que la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras sugiere la creación de un Fondo de 
Indemnización de coberturas especiales administrado por la UNASEV. 


Por tanto, podemos decir que tenemos precisiones terminológicas y otras relativas a los topes. 


Con respecto a las primeras, expresamos que en alguna medida son compartibles, pero como 
dije, agregaría algunas más. 


En lo que tiene que ver con los topes, consideramos que de acuerdo con lo estudiado en 
cuanto a costos y demás, el establecido por la Cámara de Representantes -de 250.000 Ul, es decir, 
unos US$ 17.000- es absolutamente adecuado a la realidad de los accidentes, de los siniestros que se 


producen, y a la falta de cobertura actual de los vehículos, ya que entendemos que se trata de una 
cobertura máxima y estaríamos hablando de la eventualidad de un fallecimiento. En ese caso, la suma 
de USS 17.000 nos parece por demás adecuada a lo que son las indemnizaciones fijadas por el 
sistema judicial uruguayo para los casos en que hay reclamaciones por responsabilidad civil cuando 
hay una muerte. Como la ley prevé, además y por exceso, un mecanismo para poder seguir las 
acciones correspondientes, consideramos que este es un seguro básico, que viene a solucionar una 
situación de extraordinaria gravedad que se plantea al día de hoy, que es que, por un lado, hay una 
cantidad de vehículos no asegurados que circulan por el país y, como contracara, nos encontramos 
ante el drama que significa que en muchos de los accidentes con lesiones graves o muertes, la víctima 
o sus deudos se encuentran en una situación de absoluto desamparo, ya no desde el punto de vista 
legal -porque legalmente tienen la posibilidad de realizar las acciones y reclamaciones 
correspondientes por vía judicial- sino en los hechos. Se trata, pues, de un desamparo fáctico, porque 
después de realizadas las acciones, si el vehículo no tiene seguro, y luego del proceso judicial -que, 
por lo general, es bastante dilatado- la persona no tiene patrimonio para responder o es insolvente, no 
hay posibilidad de cubrir las gravísimas consecuencias que ocasionó el siniestro en la víctima, cuando 
sobrevive, o en su familia, cuando muere. 


Por consiguiente, puedo decir que estamos absolutamente dispuestos a votar rápidamente 
este proyecto de ley que, sin duda, la sociedad está reclamando desde hace muchos años. Hemos 
hecho un recorrido por los antecedentes legislativos de este proyecto y observamos que la iniciativa ha 
sido presentada y llevada adelante -con variantes más o menos importantes- por diferentes partidos 
políticos. Repito que estamos en condiciones de votar el proyecto de ley tal cual viene de la Cámara de 
Representantes -con algunas modificaciones de carácter terminológico que presentaremos en su 
momento- sin recoger la sugerencia de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras en lo que 
tiene que ver con el artículo 19. 


En definitiva, nuestra intención es la de insistir en la importancia de dar rápida sanción al 
texto; en ese sentido, creo que hoy deberíamos votarlo en general, dejando, incluso, algunas 
modificaciones de redacción para la instancia en el Plenario. 


Eso es lo que quería manifestar con respecto a nuestra posición sobre este proyecto de ley. 
SEÑOR KORZENIAK.- Propongo que se vote el proyecto de ley. 


SEÑOR BRECCIA.- Antes de proceder a la votación, quisiera decir que comparto la intención de 
establecer un seguro obligatorio contra terceros, pero sobre la base de lo que aquí manifestaron las 
asociaciones que nos visitaron en el sentido de que se garantice que la implementación de dicho 
seguro en modo alguno va a significar un aumento de la prima correspondiente. Me parece que ese 
debe ser el motivo principal de nuestra preocupación; no podríamos estar considerando que esta 
puede ser una buena ley si en virtud de su aplicación se termina pagando más de lo que se paga 
actualmente. Esto nos lleva a considerar, en particular, aquellos artículos en los que, de acuerdo con la 
Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras, deberían introducirse modificaciones. Precisamente, 
esos artículos son los que, a juicio de dicha Asociación, les permitirían cubrirse, fundamentalmente en 
aquellos casos de accidentes que signifiquen indemnizaciones y en los que no exista seguro de 
cobertura. Creo que ese es uno de los grandes cambios que se introducen en la nueva legislación y 
que no sé si cuentan con el acuerdo del señor Senador Breccia. En tal caso, me parece que debemos 
preguntarnos qué hacer con las modificaciones que nos proponen la Asociación Uruguaya de 
Empresas Aseguradoras y la Asociación de Escribanos del Uruguay. 


Por otra parte, considero que el mínimo del seguro de cobertura máxima debe ser de 
250.000 Unidades Indexadas, ya que, a mi entender, esa cifra no es suficiente. Las indemnizaciones 
que hoy se están fijando por vía judicial en caso de muerte superan largamente una cifra de esas 
características. Incluso, para agravar más la situación, el artículo establece, en su último inciso: “Si de 
un mismo accidente resultan varios damnificados, la indemnización correspondiente a cada uno de 
ellos se ajustará proporcionalmente al monto asegurado sin que se pueda exceder el límite de éste”. A 
mi entender, este inciso no es suficientemente claro y, si por el contrario, sí lo es, en lo personal 
interpreto que en todos los casos el máximo de la indemnización es de 250.000 Unidades Indexadas, 
ya sea que exista una o varias personas fallecidas o damnificadas. Quizá ésta no sea la solución 
perfecta, pero en ese delicado equilibrio entre el monto de la indemnización -y, por ende, el costo de la 


prima- y una cobertura lo más generalizada posible, creo que este monto es el que establece esa justa 
medida. No considero acertada la suma de 125.000 Unidades Indexadas que fija la Asociación 
Uruguaya de Empresas Aseguradoras, y tampoco me parece bien aumentar el monto del tope máximo 
a las indemnizaciones que hoy fija el Poder Judicial. Digo esto, porque puede ocurrir que a un joven 
con promisorias posibilidades de futuro y con un trabajo importante, el Poder Judicial le fije 
indemnizaciones del orden de los US$ 100.000. Si hoy pretendiéramos establecer ese monto en un 
proyecto de ley de esta naturaleza, estaríamos multiplicando por seis o por siete el monto del seguro 
obligatorio. Por lo tanto, creo que esta suma -más allá de que, como todo tope y límite que se fije, es 
de alguna manera caprichoso- está contemplando todos esos aspectos. 


Me parece válido proceder de la manera que se ha planteado, esto es, votar en general el 
proyecto de ley y desglosar algunos artículos. Personalmente, me interesa que esta iniciativa “camine” 
-intención que ha expresado también el señor Presidente- y que de una vez por todas podamos darle 
aprobación a un proyecto de ley que hace años duerme en los cajones de esta Casa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo problema con la cifra de 250.000 Unidades Indexadas que se ha 
establecido, porque creo que luego la experiencia nos indicará a cada uno de los Legisladores si 
corresponde o no modificar el tope, pero como bien lo ha señalado el señor Senador Breccia, resulta 
un poco arbitrario fijar una determinada cifra. 


Me parece que lo que deberíamos hacer es modificar el inciso final y abrir un margen para 
aumentar la cobertura en aquellos casos en los que exista más de un damnificado -obviamente, sin 
que ello signifique llevarlo a eliminar los límites- porque no estoy de acuerdo con lo que expresamente 
se dice aquí, de que cualquiera sea la cantidad de damnificados, el límite sigue siendo 250.000 
Unidades Indexadas, aunque soy consciente de que en la medida que nosotros nos alejemos 
demasiado de los límites, estaremos abriendo la puerta para el encarecimiento de la prima del seguro. 


Si hay acuerdo por parte de los señores Senadores, se va a votar en general el proyecto de 
ley y se procederá a desglosar los artículos 1%, 8%, 16, 19, 22 y 23 -que pueden ser pasibles de 
eventuales modificaciones- a efectos de que para una próxima sesión busquemos un acuerdo sobre 
los mismos o un ajuste en su redacción. 


(Se vota:) 


6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


